
SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia del Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO.

 


En el juicio que por accidente de trabajo y daño moral sigue el ciudadano GILBERTO ANTONIO PÉREZ RIVAS, representado judicialmente por los abogados Raúl Germán Montefusco P., Marcelino Ortiz y Ramón Vargas Mezones contra la sociedad mercantil C.A. LA ELECTRICIDAD DE CARACAS, representada judicialmente por los abogados Gustavo Reyna, José Rafael Bermúdez, Pedro Alberto Perera Riera, Alejandro Disilvestro C., Felix Hernandez Richards, Inés Parra Wallis, Arnoldo J. Troconis H., Fulvio Italiani Firrito, Geraldine M. D Empaire M., Héctor Eduardo Paéz-Pumar, José Faustino Flamarique, Isabella Reyna, Alberto J. Ruiz Blanco, Carlos Omaña Andueza, Jean Baptiste Itriago Galletti, Patricia Argibay Duran, Nelxandro Roman Sánchez, José Valentín González, Manuel Alonso Brito, Pedro Miguel Dolanyi, Oswaldo Alvarez Espinoza, Carlos Grimaldo Lorente, y Wilfredo Zambrano; el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, dictó sentencia en fecha 19 de febrero del año 2002, mediante la cual declaró sin lugar la apelación interpuesta por la parte actora, confirmando así el auto apelado dictado en fecha 04 de octubre del año 2001, que homologó la transacción celebrada por las partes.

 


Contra el fallo anterior anunció recurso de casación la parte actora, el cual una vez admitido, fue oportunamente formalizado e impugnado.

 


Recibido el expediente en esta Sala de Casación Social, se dio cuenta en fecha 25 de abril del año 2002, correspondiendo la ponencia al Magistrado Alfonso Valbuena Cordero.

 


Concluida la sustanciación del presente recurso de casación y cumplidas como han sido las formalidades legales, pasa esta Sala de Casación Social a dictar sentencia, bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, previa las siguientes consideraciones:

 

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD

ÚNICA

 


De conformidad con el ordinal 1° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia como infringido por la recurrida el ordinal 4° del artículo 243 eiusdem, en concordancia con el parágrafo único del artículo 3 de la Ley Orgánica de Trabajo.

 


Sobre el particular alega el formalizante:

 

“Ordena el Numeral 4to. Del Artículo 243, del Código de Procedimiento Civil, que en todo sentencia el Juzgador, debe expresar los motivos de hecho y de derecho de su decisión. La manifestación de los motivos de hechos de la decisión supone, necesariamente, que el Sentenciador haya considerado dar por cierto esos hechos en razón de que hubieran sido expresamente alegados por las partes y de que hubieren quedados comprobados mediante las pruebas evacuadas al efecto, analizadas conforme a las reglas de valoración probatorios que le fueren aplicables. El caso que nos ocupa:

 

La recurrida establece en cuanto a la regla legal de valoración probatoria que le fuere aplicable. ‘Por lo que en criterio de este Sentenciador el documento fue suscrito por las partes llenando los requisitos legales’. Tal como se evidencia en la pag. 4, folio 216 en su tercer aparte. Evidenciándose una ausencia total de motivación, lo cual no permite controlar lo legal de lo decidido, por lo cual no se puede establecer en la fundamentación de derecho dado por la Recurrida, a que requisitos legales se refiere, al usar expresiones vagas genéricas.

 

Este control de legalidad por la falta de motivación se manifiesta en el hecho de que el parágrafo Único del Artículo 3°-de la Ley Orgánica del Trabajo vigente, exige como condición para la validez de las transacción o de conciliación que se haga por escrito y que contenga una relación circunstanciada de los hechos que la motiven y de los derechos en ella comprendidos, si la Recurrida en el auto de Homologación no expresa estas circunstancias en cuanto al derecho en la transacción comprendida, se evidenciaría la falta de motivación, lo cual se imposibilitaría, como se dijo, el control de la legalidad a los efectos de una infracción de ley por parte del Sentenciador.” (sic).

 

 

 


La Sala para decidir observa:

 


Como bien dice la parte demandada, en la contestación a la formalización del recurso de casación, esta delación carece de técnica casacional en virtud de la mezcla indebida de denuncias que corresponde tanto a defecto de actividad como a  infracción de Ley, aunado a que no se expresan las razones o fundamentos en que se apoya cada denuncia, lo que demuestra a todas luces una falta de técnica en la formulación de la presente delación.


En este sentido esta Sala en innumerables fallos ha señalado que son requisitos intrínsecos de la formalización los siguientes: a) la indicación de los motivos de casación conforme a las causales taxativamente señaladas en el artículo 313 del Código de Procedimiento Civil; b) la cita de los artículos que se consideran infringidos; y c) las razones o fundamentos en que se apoya la denuncia.

 


Asimismo se ha indicado, que se debe rechazar la formalización que mezcla denuncias por quebrantamiento de forma con denuncias por infracción de ley, pues tal modo de formalizar es contrario a la técnica que se debe observar en la redacción de la formalización de un recurso de casación y que además constituye una carga impuesta al recurrente que, como en el presente caso, de no ser cumplida, no la puede asumir la Sala.

 


En el caso bajo estudio, de una simple lectura a la denuncia en comento se evidencia claramente que el recurrente si bien titula la delación como recurso por defecto de actividad, hace una mezcla indebida de denuncias que corresponde una, a un recurso por defecto de actividad en vista a que alega la falta de motivación del fallo, y la otra a un recurso por infracción de ley por considerar infringido el artículo 3 parágrafo único de la Ley Orgánica de Trabajo. Además de ello, dicha denuncia no  resulta clara, por cuanto no se razona en forma precisa en que consiste la infracción.

 


Por consiguiente, al no cumplir con la técnica casacional requerida se desecha la denuncia y así se decide.

 

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

I

 


De conformidad con el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia como infringido por la recurrida el ordinal 2° del artículo 89 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela por falta de aplicación.

 


Sobre el particular alega el formalizante: 

 

“Denuncio la Infracción del Ordinal 2do. Del Artículo 89 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, por falta de aplicación, en base a la siguiente fundamentación: El mencionado numeral establece ‘Los derechos laborales son irrenunciables. Es nula toda acción, acuerdo o convenio que implique renuncia o menoscabo de estos derechos. Solo es posible la transacción y convenimiento al término de la relación laboral, de conformidad con los requisitos que establezca la Ley.

 

En efecto, auto dictado por la Recurrida, de fecha 19 de Febrero del 2002, confirma el auto apelado referente a la homologación dictado por el A-quo, sin percatarse que en el expediente de la causa no se evidencia la extinción de la relación de trabajo, tal como lo afirman los apoderados de las partes en el literal ‘B’ de la Clausula Primera del Escrito de Transacción, ‘Que el demandante puso fin a la relación de trabajo por renuncia voluntaria presentada a la Empresa en fecha trece (13) de Septiembre del Dos Mil Uno (2001) y no se acompaña la carta de renuncia al escrito de transacción, a los fines del que el Juez diera aplicación a la mencionada norma constitucional.” (sic).

 

 

 


La Sala para decidir observa:

 


Con relación a la denuncia de normas constitucionales, ha establecido esta Sala que no le es posible revisar violaciones de normas de rango constitucional, por cuanto ello es competencia de la Sala Constitucional de este Tribunal Supremo de Justicia, de conformidad con lo establecido en el artículo 266 ordinal 1° de la Constitución Nacional. Asimismo, estima esta Sala señalar, que sólo son objeto del recurso de casación, aquellas normas de naturaleza infraconstitucional que resulten directamente infringidas.

 


Por consiguiente, es forzoso para esta Sala determinar su imposibilidad de conocer de la presente delación.  Así se decide.

 

II

 


De conformidad con el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia como infringido por la recurrida el artículo 154 eiusdem, en concordancia con el artículo 1.688 del Código Civil por falta de aplicación.

 


Sobre el particular alega el formalizante:

 

“Artículo 154 C.P.C.

El poder faculta al Apoderado para cumplir todos los actos del proceso que no estén reservados expresamente por la ley a la parte misma, pero para convenir en la demanda, desistir, trasingir, comprometer en arbitros, solicitar la decisión según la equidad, hacer posturas en remates, recibir cantidades de dinero y disponer del derecho en litigio, se requiere facultad expresa.

 

ARTÍCULO 1688 DEL CÓDIGO CIVIL.

 

El mandato concebido en términos generales no comprende más que los actos de administración.

 

Para poder transigir, enajenar o ejecutar cualquier otro acto que exceda de la administración ordinaria, el mandato debe ser expreso.

 

Del instrumento poder otorgado por la Demandada al abogado Wilfredo Zambrano y que corre en los autos, se evidencia en el mismo, que no se le faculta expresamente para celebrar  transacciones, ni para convenir y al confirmar la homologación la Recurrida, sin que este apoderado tuviera esta faculta (sic) no dio aplicación a los textos legales denunciados. A pesar de la claridad y precisión de las normas jurídicas señaladas el Juez de la Recurrida, como se indica en lugar de darle vigencia y aplicación procedió a confirmar la Homologación sin tener el apoderado judicial de la Demandada, la legitimidad procesal para llevar a cabo la transacción.” (sic).

 

 

 


La Sala para decidir observa:

 


La doctrina ha señalado que la fundamentación es la carga procesal más exigente impuesta al recurrente, como requisito esencial de la formalización, por su amplitud, complejidad y trascendencia. Requiere el desarrollo de razonamientos sometidos a una lógica jurídica clara y concreta, y al mismo tiempo, a los principios que primordialmente, la doctrina de casación ha elaborado durante toda la existencia del Alto Tribunal, lo cual revela un profundo y detenido estudio de la normativa que regula la materia, concretado en postulados que, mediante una diuturna y pacífica jurisprudencia, constituyen verdaderas premisas generales respecto a la técnica de la formalización (Dr. José S. Nuñez Aristimuño. Aspecto en la Técnica de la Formalización del Recurso de Casación).

 


Ahora bien, el artículo 317 del Código de Procedimiento Civil vigente, dispone que el escrito de formalización deberá contener: …2°) los quebrantamientos u omisiones a que se refiere el ordinal 1° del artículo 313, 3°) la denuncia de haberse incurrido en alguno o algunos de los casos contemplados en el ordinal 2° del artículo 313, con expresión de las razones que demuestren la existencia de la infracción, falsa aplicación o aplicación errónea; y 4°) la especificación de las normas jurídicas que el Tribunal de última instancia debió aplicar y no aplicó, para resolver la controversia con expresión de las razones que demuestren la aplicabilidad de dichas normas. 

 


Pues bien, de acuerdo con tal normativa, se requiere, claramente que el recurso de casación contenga los fundamentos en que se apoye el recurso, para así evidenciar en forma precisa dónde se localiza el vicio que se delata, en caso contrario y conforme con el artículo 325 del Código de Procedimiento Civil, se declarará perecido el recurso sin entrar a decidirlo, en virtud de no haberse llenado los requisitos establecidos en el artículo 317 del Código de Procedimiento Civil.

 


En este sentido esta Sala estima conveniente reproducir extractos de la sentencia de fecha 9 de mayo de 1.984 y que esta Sala de Casación Social ha acogido en innumerables fallos, de la siguiente manera: 

 

“Es de principio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 429 del Código de Procedimiento Civil, que la fundamentación es requisito indispensable dentro de la formalización del recurso de casación. La doctrina de la Sala, estructurada por pacífica y consolidada jurisprudencia, ha establecido asimismo, que la fundamentación queda sujeta a cierta técnica, cuyos principios son de obligatorio cumplimiento.

 

Entre tales principios resaltan como más importantes, los siguientes: sin razonar las infracciones denunciadas, no existe fundamentación; para que la denuncia pueda considerarse motivada, esto es, fundamentada, ‘es necesario que se evidencie cada infracción, debiendo guardar estrecha relación cada alegato que se haga con el texto legal que se pretenda quebrantado. La denuncia conjunta de diversas disposiciones legales, fundadas en razones igualmente diversas, equivale a falta de  motivación, pues no corresponde a la Corte la ardua labor de  relacionar cada argumento con el correspondiente artículo que se dice infringido, ya que éste es un deber que incumbe exclusivamente al formalizante’; ‘el formalizante tiene que precisar en qué consiste la infracción denunciada, vinculando las materias de las normas cuya violación se achaca al fallo con los hechos que impliquen esas violaciones, a fin de poder enfrentar el fallo atacado a la norma que se dice violada’; la formalización no se cumple ‘haciendo imputaciones imprecisas de pretendidas infracciones sino que deben expresarse concretamente las razones que a juicio del formalizante, configuren las infracciones alegadas’; y finalmente, ‘la ley impone al formalizante el deber procesal de razonar en forma clara y precisa en que consiste la infracción, es decir, demostrarla, sin que a tal efecto baste que se diga que la sentencia infringió tal o cual precepto legal, es necesario que se demuestre cómo, cuándo y en que sentido se incurrió en la infracción’”.

 

 

 


Pues bien, en el presente caso de la transcripción de la denuncia se evidencia claramente, que la misma adolece de la técnica requerida para su formulación, por cuanto no fundamentó el formalizante la infracción del artículo delatado, requisito éste indispensable para que la Sala entre a analizarla.

 


En consecuencia, y por la falta de técnica casacional en que incurrió el formalizante, se desecha esta denuncia. Así se decide.

 

III

 


De conformidad con el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia como infringido por la recurrida el artículo 1713  del Código Civil por falta de aplicación.


Sobre el particular alega el formalizante:

 

“Artículo 1713. Código Civil Venezolano.

La transacción es un contrato por el cual las partes, mediante recíprocas concesiones terminan un litigio pendiente o precave un litigio eventual.

 

Conforme a esta definición lo que en el fondo, caracteriza y determina, lo que es una transacción es el hecho de que las partes se hacen recíprocas concesiones.

 

Para encuadrar este supuesto de esta norma al escrito de transacción presentados por los Apoderados de las partes la Recurrida en su decisión para confirmar la homologación impartida por A-quo (sic) utilizan formulas vagas pag. 4 ‘El documento de transacción abarca de manera clara, indubitable los conceptos demandados con las recíprocas concesiones de cada parte’.

 

‘...pues estos hasta solicitaron la terminación del juicio...’

 

‘El mismo Abogado LUIS FELIPE MAITA, es el que firma la transacción, escribió de su puño y letra la diligencia de consignación de la transacción, por lo que está enterado de los términos de la misma.’ 

 

‘Consecuente con lo expuesto, este Sentenciador concluye que la homologación representa la intención de las partes, reflejando en la transacción por lo que resulta imperioso declarar sin lugar la apelación, confirmando el auto de homologación...’

 

Cuando la Ley dice recíprocas concesiones, es una igualdad que se busca de compensar el pedimento de uno y la negociación del otro que de una manera proporcional, cada parte el Demandante cede una proporción parcial y el Demandado acepta esa proporción, se busca el equilibrio.

 

El Juez de la Recurrida debió aplicar esta norma y ver la manera en donde esta el equilibrio, esto no lo determina la Recurrida a sabiendas que es una materia de orden público, de privilegio y protección del trabajador y de imperiosa aplicación para conseguir la igualdad jurídica no la aplica, quien cedió en todo la estructura del escrito de transacción fue el Demandante, el débil Jurídico-Económico de la relación de trabajo y así se evidencia.

 

SEGUNDA CLÁUSULA.

 

La demandada no esta de acuerdo con la pretensión del demandante.

 

TERCERA.

 

‘Renunciando y desistiendo el Demandado de la demanda incoada...’

‘Así como de la acción o acciones...’

‘...Especialmente en lo que se refiere a las distintas metodologías e interpretaciones para obtener los salarios.

 

CUARTA CLÁUSULA

 

En los (sic) cantidades que paga la demandada hay una total disparidad y no guarden relación de proporcionalidad con las cantidades que solicita el Demandante le pague por el daño Moral, daño Material e Indemnización...’

 

El escrito de transacción, no guarda en toda su estructura, ni contempla lo definido en el Artículo ya trascripto, por lo tanto no es una transacción, sino que los apoderados de las partes le pusiera el de transacción pero no es una transacción no existe en las cláusulas, las recíprocas concesiones, por lo tanto los hechos que se establecen en la transacción no se pueden subsumir en el Artículo 1713, los hechos no encuadran con el supuesto de la norma por lo tanto no es una transacción.” (sic).

 

 


Para decidir la Sala observa:

 


Claramente se evidencia que en la presente denuncia se produce la misma deficiencia que en la delación anterior, en virtud de ello, esta Sala reproduce los fundamentos allí explanados que conllevaron a desecharla por falta de técnica.

 


Siendo así, se desecha esta denuncia por falta de técnica y así se decide.

 

DECISIÓN

 


En virtud de las consideraciones expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara PERECIDO el recurso de casación interpuesto por la parte actora, contra la sentencia dictada por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas de fecha 19 de febrero del año 2002, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 325 del Código de Procedimiento Civil.

 


En consecuencia, se condena en costas a la parte recurrente de conformidad con el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil.

 


Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Tribunal de la Causa, es decir, al Juzgado Cuarto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana del Caracas, todo de conformidad con lo preceptuado en el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.

 


Dada,  firmada  y  sellada  en  la  Sala  de  Despacho  de la  Sala  de  Casación  Social  del  Tribunal  Supremo  de Justicia, en Caracas, a  los  nueve   (09)  días  del  mes   de   agosto de dos mil dos. Años: 192° de la Independencia y 143° de la Federación.
 

El Presidente de la Sala,

 
________________________
OMAR ALFREDO MORA DÍAZ
 

El Vicepresidente,

 

______________________
JUAN RAFAEL PERDOMO

 

Magistrado-Ponente,
 
____________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO
 
La Secretaria,
 
_________________________
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